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CONSEJERIA DE EMPLEO Y DESARROLLO TECNOLOGICO

ORDEN de 16 de noviembre de 2001, por la que
se garantiza el funcionamiento del servicio público que
prestan los trabajadores de la Empresa Servicios Socio
Sanitarios Generales (SSSG), concesionaria del Servicio
de Transporte Sanitario de la Red Urgente del distrito
Algeciras-La Línea, de la provincia de Cádiz, mediante
el establecimiento de servicios mínimos.

Por el Sindicato Provincial de Comunicación y Transporte
de CC.OO. de Cádiz, ha sido convocada huelga entre las 0,00
horas a las 24 horas de los días 23, 24, 25, 26, 27, 28,
29, 30 de noviembre de 2001 y los días 1, 2, 3, 4, 5, 6,
7, 8, 9, 10, 11, 12, 13, 14, 15, 16, 17, 18, 19, 20, 21
y 22 de diciembre de 2001, y que, en su caso, podrá afectar
a todos los trabajadores de la mencionada empresa de
transporte.

Si bien la Constitución, en su artículo 28.2, reconoce
a los trabajadores el derecho de huelga para la defensa de
sus intereses, también contempla la regulación legal del esta-
blecimiento de garantías precisas para asegurar el manteni-
miento de los servicios esenciales de la comunidad, y el artículo
10 del Real Decreto 17/1977, de 4 de marzo, de Relaciones de
Trabajo, faculta a la Administración para, en los supuestos
de huelgas de empresas encargadas de servicios públicos o
de reconocida e inaplazable necesidad, acordar las medidas
necesarias a fin de asegurar el funcionamiento de los servicios.

El Tribunal Constitucional en sus Sentencias 11, 26 y
33/1981, 51/1986 y 27/1989 ha sentado la doctrina en mate-
ria de huelga respecto a la fijación de tales servicios esenciales
de la comunidad, la cual ha sido resumida últimamente por
la Sentencia de dicho Tribunal 43/1990, de 15 de marzo.

De lo anterior resulta la obligación de la Administración
de velar por el funcionamiento de los servicios esenciales de

la comunidad, pero ello teniendo en cuenta que «exista una
razonable proporción entre los servicios a imponer a los huel-
guistas y los perjuicios que padezcan los usuarios de aquéllos,
evitando que los servicios esenciales establecidos supongan
un funcionamiento normal del servicio y, al mismo tiempo,
procurando que el interés de la comunidad sea perturbado
por la huelga solamente en términos razonables».

Es claro que los trabajadores de Empresa Servicios Socio
Sanitarios Generales (SSSG), concesionaria del Servicio de
Transporte Sanitario de la Red Urgente del distrito Algeciras-La
Línea, de la provincia de Cádiz, presta un servicio esencial
para la comunidad, cuya paralización puede afectar a la salud
y a la vida de los ciudadanos, y por ello la Administración
se ve compelida a garantizar dicho servicio esencial mediante
la fijación de los servicios mínimos en la forma que por la
presente Orden se determina, por cuanto que la falta de pro-
tección de los referidos servicios prestados por dichos traba-
jadores colisiona frontalmente con los derechos a la vida y
a la salud proclamados en los artículos 15 y 43 de la Cons-
titución Española.

Convocadas las partes afectadas por el presente conflicto
y a fin de hallar solución al mismo y, en su caso, consensuar
los servicios mínimos necesarios, y no habiendo sido esto últi-
mo posible, de acuerdo con lo que disponen los preceptos
legales aplicables, artículos 28.2, 15 y 43 de la Constitución;
artículo 10.2 del Real Decreto-Ley 17/1977, de 4 de marzo;
artículo 17.2 del Estatuto de Autonomía de Andalucía; Real
Decreto 4043/1982, de 29 de diciembre; Acuerdo del Consejo
de Gobierno de la Junta de Andalucía de 5 de octubre de
1983 y la doctrina del Tribunal Constitucional relacionada,

D I S P O N E M O S

Artículo 1. La situación de huelga convocada entre las
0,00 horas a las 24 horas de los días 23, 24, 25, 26, 27,
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28, 29, 30 de noviembre de 2001 y los días 1, 2, 3, 4,
5, 6, 7, 8, 9, 10, 11, 12, 13, 14, 15, 16, 17, 18, 19,
20, 21 y 22 de diciembre de 2001, y que, en su caso, podrá
afectar a todos los trabajadores de la mencionada empresa
de transporte en la provincia de Cádiz, deberá ir acompañada
del mantenimiento de los servicios mínimos que figuran en
el Anexo de la presente Orden.

Artículo 2. Los paros y alteraciones en el trabajo por parte
del personal necesario para el mantenimiento de los servicios
esenciales mínimos determinados serán considerados ilegales
a los efectos del artículo 16.1 del Real Decreto-Ley 17/1977,
de 4 de marzo.

Artículo 3. Los artículos anteriores no supondrán limi-
tación alguna de los derechos que la normativa reguladora
de la huelga reconoce al personal en dicha situación, ni tam-
poco respecto de la tramitación y efectos de las peticiones
que la motiven.

Artículo 4. Sin perjuicio de lo que establecen los artículos
anteriores, deberán observarse las normas legales y reglamen-
tarias vigentes en materia de garantías de los usuarios de
establecimientos sanitarios, así como se garantizarán, fina-
lizada la huelga, la reanudación normal de la actividad.

Artículo 5. La presente Orden entrará en vigor el mismo
día de su publicación en el Boletín Oficial de la Junta de
Andalucía.

Sevilla, 16 de noviembre de 2001

JOSE ANTONIO VIERA CHACON FRANCISCO VALLEJO SERRANO
Consejero de Empleo y Desarrollo Consejero de Salud

Tecnológico.

Ilmo. Sr. Director General de Trabajo y Seguridad Social.
Ilmo. Sr. Director Gerente del Servicio Andaluz de Salud.
Ilmos. Sres. Delegados Provinciales de las Consejerías de
Empleo y Desarrollo Tecnológico y Salud.

A N E X O

1. Con carácter específico

A) Diálisis: Deben ser realizados el 100% del transporte
solicitado.

B) Primera consulta y tratamiento oncológico: Deben ser
realizados el 100% de transporte solicitado.

C) Traslados urgentes de pacientes a otros hospitales al
100% siempre que sean acompañados por ATS o DUE.

2. Con carácter general:

- Traslado de pacientes para diagnóstico y/o tratamiento
en Centros Sanitarios públicos, privados y/o concertados, cuya
demora en la atención sanitaria incida desfavorablemente en
la evolución del estado de salud del paciente, a criterio del
personal facultativo responsable de dicha atención sanitaria.

RESOLUCION de 2 de noviembre de 2001, de
la Dirección General de Trabajo y Seguridad Social,
por la que se ordena la inscripción, depósito y publi-
cación del Acuerdo sobre derechos de participación
en materia de Prevención de Riesgos Laborales en el
ámbito de la Administración de la Junta de Andalucía.

Visto el Acuerdo sobre derechos de participación en mate-
ria de Prevención de Riesgos Laborales en el ámbito de la
Administración de la Junta de Andalucía, recibido en esta

Dirección General de Trabajo y Seguridad Social en fecha 24
de octubre de 2001, suscrito por dicha Comisión con fecha
5 de octubre de 2001, y de conformidad con lo dispuesto
en el artículo 90.2 y 3 del Texto Refundido del Estatuto de
los Trabajadores; Real Decreto 1040/81, de 22 de mayo,
sobre Registro y Depósito de Convenios Colectivos de Trabajo;
Real Decreto 4043/1982, de 29 de diciembre, sobre traspaso
de competencias, y Decreto de la Presidencia de la Junta
de Andalucía 132/1996, de 16 de abril, sobre Reestructu-
ración de Consejerías, y Decreto 316/1996, de 2 de julio,
por el que se establece la estructura orgánica de la Consejería
de Trabajo e Industria, esta Dirección General de Trabajo y
Seguridad Social,

R E S U E L V E

Primero. Ordenar la inscripción del Acuerdo en el Registro
de Convenios Colectivos de Trabajo de ámbito interprovincial
con notificación a la Comisión del V Convenio Colectivo.

Segundo. Remitir un ejemplar del mismo al Consejo Anda-
luz de Relaciones Laborales para su depósito.

Tercero. Disponer la publicación del Acuerdo en el Boletín
Oficial de la Junta de Andalucía.

Sevilla, 2 de noviembre de 2001.- El Director General,
Francisco Javier Guerrero Benítez.

ACUERDO DE LA MESA GENERAL DE NEGOCIACION SOBRE
DERECHOS DE PARTICIPACION EN MATERIA DE PREVEN-
CION DE RIESGOS LABORALES EN EL AMBITO DE LA ADMI-

NISTRACION DE LA JUNTA DE ANDALUCIA

La Ley 31/1995, de 8 de noviembre, de Prevención de
Riesgos Laborales (LPRL), tiene por objeto promover la segu-
ridad y la salud de los trabajadores, así como el desarrollo
de las actividades necesarias para la prevención de riesgos
derivados del trabajo. El bien jurídico que protege con las
actuaciones que se derivan de ella, es la seguridad y salud
de los trabajadores en su relación con la actividad laboral
que ejercen.

La LPRL proclama la necesaria intervención de los actores
directamente relacionados con el hecho laboral en la política
de prevención de riesgos laborales, reconociéndole de forma
expresa un derecho de protección el cual se canaliza a través
de otro derecho que expresamente les reconoce, que es el
de su participación directa en la adopción y ejecución de las
medidas preventivas que hayan de llevarse a efecto mediante
dos vías diferentes: La acción individual por un lado, y la
acción colectiva, por otro. Es decir, por un lado, a los tra-
bajadores individualmente considerados la LPRL les otorga
una serie de derechos o facultades que van destinados a posi-
bilitar una tutela individual propia o personal por los mismos
trabajadores. Mientras que, por otro lado, a los sujetos colec-
tivos, o sea, a los órganos de representación se les atribuyen
otros derechos o facultades que le posibilitan el ejercicio por
aquéllos de sus funciones de defensa y representación de los
intereses colectivos de los trabajadores en general.

Ahora bien, especial interpretación debe realizarse del tér-
mino «trabajadores» cuando el empresario es la Administración
Pública de la Junta de Andalucía, pues en el ámbito de sus
relaciones laborales con el personal que presta servicios bajo
su dependencia, convergen hasta cuatro sectores distintos del
ordenamiento, cada uno de ellos con sus reglas propias en
lo que toca a su ordenación jurídica. En efecto, junto con
el típico destinatario de la normativa de prevención, que en
este caso sería el de las relaciones laborales regidas por el
V Convenio Colectivo, se encuentran los ámbitos de la Función
Pública general, sanitaria, docente y de administración de jus-


